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PRINCIPIO DE PREVENCIÓN EN MATERIA AMBIENTAL. SU RELACIÓN Y ALCANCE CON EL DEBER DE 
CUIDAR EL MEDIO AMBIENTE REGULADO POR EL MARCO NORMATIVO CONVENCIONAL DE LA 
MATERIA. 
 
Hechos: Dos personas físicas promovieron juicio de amparo indirecto en el que reclamaron diversos 
actos y omisiones destinadas a autorizar y realizar el proyecto de ampliación del Puerto de Veracruz, 
aduciendo que las autoridades responsables no garantizaron el derecho humano a un medio 
ambiente sano, pues no evaluaron de manera integral diferentes aspectos relacionados con el 
impacto ambiental que podría ocasionar el desarrollo de dicho proyecto y su modificación en el Área 
Natural Protegida con carácter de Parque Marino Nacional denominado "Sistema Arrecifal 
Veracruzano". El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al considerar que las quejosas no tenían 
interés legítimo, en contra de esta resolución se interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la 
definición y el entendimiento del principio de prevención en materia ambiental en relación con el 
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deber de cuidar el medio ambiente regulado por el marco normativo convencional, permite una 
adecuada protección al medio ambiente, pues tiene como finalidad evitar que se causen daños al 
mismo. 
 
Justificación: El principio de prevención se define como el conjunto de medidas destinadas a evitar 
que el daño ambiental se verifique. De ahí que entre este principio y el deber de cuidar el medio 
ambiente, se advierte un punto de conexión y una relación estrecha, por lo que se considera que la 
prevención es el fundamento de tres de las concreciones prácticas que originan el deber de cuidar 
el medio ambiente: a) contar con un sistema de evaluación de impacto ambiental y el deber de 
someter a éste los proyectos que ocasionan efectos significativamente adversos contra el medio 
ambiente; b) crear normas de calidad y emisión ambientales y el deber de respetarlas; y, c) contar 
con un régimen de responsabilidad ambiental y de sancionar las conductas que atenten contra él, 
así como de perseguir la reparación del entorno en los causantes de daños, y su respectivo 
correlativo de soportar las sanciones y el deber de reparar el daño causado. Por otra parte, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que, toda vez que frecuentemente no es posible 
restaurar la situación existente antes de la ocurrencia de un daño ambiental, la prevención debe ser 
la política principal respecto a la protección del medio ambiente. Por ello, se ha pronunciado en 
torno al ámbito de aplicación de la obligación de prevención, en el sentido de que si bien el principio 
de prevención se consagró en materia ambiental en el marco de las relaciones interestatales, lo 
cierto es que atendiendo a la similitud de sus obligaciones con el deber general de prevenir 
violaciones de derechos humanos, la obligación de prevención se aplica para daños que puedan 
ocurrir dentro o fuera del territorio del Estado de origen. En cuanto al tipo de daño que se debe 
prevenir, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que los Estados deben tomar 
medidas para prevenir el daño significativo al medio ambiente y que su existencia debe 
determinarse en cada caso concreto, con atención a las circunstancias particulares del mismo. 
Asimismo, ha considerado que la obligación de prevención en derecho ambiental significa que los 
Estados están obligados a usar todos los medios a su alcance con el fin de evitar que las actividades 
que se lleven a cabo bajo su jurisdicción, causen daños significativos al medio ambiente. Además de 
que no se pueden detallar todas las medidas a adoptar para cumplir con la obligación de prevención; 
sin embargo, se han precisado ciertas obligaciones mínimas que los Estados deben adoptar para 
prevenir violaciones de los derechos humanos como consecuencia de daños ambientales, dentro de 
las cuales se encuentran los deberes de: 1) regular; 2) supervisar y fiscalizar; 3) requerir y aprobar 
estudios de impacto ambiental; 4) establecer un plan de contingencia; y 5) mitigar en casos de 
ocurrencia de daño ambiental. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 54/2021. 9 de febrero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretarios: Monserrat Cid Cabello, Víctor Manuel Rocha Mercado y Fernando 
Sosa Pastrana. 
 
Tesis de jurisprudencia 12/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintitrés de marzo de dos mil veintidós.  
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Esta tesis se publicó el viernes 01 de abril de 2022 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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MANIFESTACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL. SU EVALUACIÓN HOLÍSTICA E INTEGRAL CON BASE EN 
EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO ESTABLECIDO PARA TAL EFECTO EN LA LEY GENERAL DEL 
EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE, ASÍ COMO EN SU REGLAMENTO EN 
MATERIA DE EVALUACIÓN DEL IMPACTO AMBIENTAL, GARANTIZA UNA ADECUADA PROTECCIÓN 
AL MEDIO AMBIENTE. 
 
Hechos: Dos personas físicas promovieron juicio de amparo indirecto en el que reclamaron diversos 
actos y omisiones destinadas a autorizar y realizar el proyecto de ampliación del Puerto de Veracruz, 
aduciendo que las autoridades responsables no garantizaron el derecho humano a un medio 
ambiente sano, pues no evaluaron de manera integral diferentes aspectos relacionados con el 
impacto ambiental que podría ocasionar el desarrollo de dicho proyecto y su modificación en el Área 
Natural Protegida con carácter de Parque Marino Nacional denominado "Sistema Arrecifal 
Veracruzano". El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al considerar que las quejosas no tenían 
interés legítimo, en contra de esta resolución se interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la 
autoridad ambiental tiene la obligación de realizar una evaluación holística e integral de los diversos 
aspectos relacionados con una manifestación de impacto ambiental, a fin de garantizar una 
adecuada protección al ambiente. Hacer lo contrario, esto es, fragmentar el análisis de impacto 
ambiental de un proyecto de la envergadura de una ampliación portuaria constituye una franca 
violación al artículo 4o. de la Constitución General, así como a los principios de precaución y de 
prevención que campean en materia del derecho humano a un medio ambiente sano. 
 
Justificación: Con base en el procedimiento administrativo para la evaluación del impacto ambiental 
previsto en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, así como en su 
Reglamento en Materia de Evaluación del Impacto Ambiental, la autoridad competente debe 
realizar un análisis integral y holístico del proyecto, plan o programa sometido a su autorización, de 
acuerdo con su naturaleza, objetivos, características, distribución espacial de obras y/o actividades 
principales, de servicios y asociadas bajo el estándar de la mejor evidencia científica disponible y a 
la luz de los principios de precaución, prevención, no regresión e in dubio pro agua. Ello, en atención 
a que la manifestación de impacto ambiental debe contener un análisis integral de la información 
del proyecto sujeto a autorización, esto es, se debe describir y valorar el proyecto, plan o programa 
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en su conjunto, de acuerdo con su naturaleza, objetivos, características, distribución espacial de 
obras y/o actividades principales, de servicios y asociadas; en otras palabras, al emitir la resolución 
respectiva, la autoridad ambiental se debe pronunciar sobre el proyecto en su integridad. Además, 
de acuerdo con el procedimiento referido, la autoridad debe tomar en cuenta los posibles efectos 
de las obras o actividades a desarrollarse en el o los ecosistemas de que se trate, tomando en cuenta 
el conjunto de elementos que los conforman, y no, únicamente, los recursos que fuesen objeto de 
aprovechamiento o afectación directa. Asimismo, al emitir la evaluación del impacto ambiental, la 
autoridad debe analizar si por la interacción de las obras, actividades y proyectos que pretendan 
desarrollarse en sitios en los que por su interacción los diferentes componentes ambientales 
regionales, se prevean impactos acumulativos, sinérgicos o residuales, significativos o relevantes, 
susceptibles de ocasionar la destrucción, el aislamiento o la fragmentación de los ecosistemas. En 
este contexto, constituye una obligación de la autoridad emitir la resolución correspondiente de 
manera fundada y motivada, en la que se pronuncie sobre la totalidad de un proyecto sometido a 
su autorización teniendo en cuenta la información relevante, oportuna, suficiente y fidedigna que 
sea facilitadora en la toma de decisiones, en particular, que le permita identificar la viabilidad 
ambiental del proyecto que evalúa. Ello, pues sólo haciendo una evaluación holística e integral se 
puede determinar si autoriza o niega la obra, actividad o proyecto y, en caso de autorizarla, si sujeta 
su realización a la modificación del proyecto o al establecimiento de medidas adicionales de 
prevención y mitigación que tengan por objeto evitar, atenuar o compensar los impactos 
ambientales adversos susceptibles de ser producidos. Además, sólo bajo un análisis integral y 
completo, puede fijar las condiciones y requerimientos ad hoc que deban observarse tanto en la 
etapa previa al inicio de la obra o actividad como en sus etapas de construcción, operación y 
abandono, garantizando así una adecuada protección al medio ambiente. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 54/2021. 9 de febrero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretarios: Monserrat Cid Cabello, Víctor Manuel Rocha Mercado y Fernando 
Sosa Pastrana. 
 
Tesis de jurisprudencia 13/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintitrés de marzo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de abril de 2022 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Materia(s): (Común)  

Tesis: 1a./J. 8/2022 (11a.)  
 
JUICIO DE AMPARO EN MATERIA AMBIENTAL. USO DEL "ENTORNO ADYACENTE" COMO CRITERIO 
DE IDENTIFICACIÓN DEL INTERÉS LEGÍTIMO PARA PROMOVERLO POR PERSONAS FÍSICAS. 
 
Hechos: Dos personas físicas promovieron juicio de amparo indirecto en el que reclamaron diversos 
actos y omisiones destinadas a autorizar y realizar el proyecto de ampliación del Puerto de Veracruz, 
aduciendo que las autoridades responsables no garantizaron el derecho humano a un medio 
ambiente sano, pues no evaluaron de manera integral diferentes aspectos relacionados con el 
impacto ambiental que podría ocasionar el desarrollo de dicho proyecto y su modificación en el Área 
Natural Protegida con carácter de Parque Marino Nacional denominado "Sistema Arrecifal 
Veracruzano". El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al considerar que las quejosas no tenían 
interés legítimo, en tanto no demostraron que se vieran directamente beneficiadas por el 
ecosistema respectivo, en contra de esta resolución se interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el 
"entorno adyacente" de un ecosistema, entendido como su área de influencia delimitada a partir 
de los servicios ambientales que presta, puede ser utilizado como criterio para verificar el interés 
legítimo en los juicios de amparo ambientales. De ahí que en esos casos se puede acreditar dicho 
interés con la existencia de un vínculo entre quien alega ser titular del derecho ambiental y de los 
servicios ambientales que presta el ecosistema presuntamente vulnerado; vínculo que surge, por 
ejemplo, cuando la parte quejosa demuestra habitar o utilizar su "entorno adyacente". 
 
Justificación: La Primera Sala sostuvo en el amparo en revisión 307/2016 que el interés legítimo para 
promover un juicio de amparo en materia ambiental depende de la especial situación que guarda la 
persona o comunidad con el ecosistema que se estima vulnerado, particularmente, con sus servicios 
ambientales. De ahí que uno de los criterios para identificar esa relación entre la persona y los 
servicios ambientales, es el concepto de "entorno adyacente", conforme al cual son beneficiarios 
ambientales aquellos que habitan o utilizan tal entorno o las áreas de influencia de un determinado 
ecosistema. Dichas áreas se refieren a las zonas o espacios geográficos en los que impactan los 
servicios ambientales que prestan los ecosistemas y que benefician a los seres humanos y al propio 
medio ambiente. Cada ecosistema tiene diversas áreas de influencia dependiendo de la naturaleza 
de los servicios ambientales que presta; la identificación o el reconocimiento de este espacio 
geográfico permite entender que cualquier persona que utiliza o habita el área de influencia o el 
"entorno adyacente" de un ecosistema, es beneficiario de sus servicios ambientales y, por tanto, 
está legitimado para promover el juicio de amparo en su defensa. Sin que para ello resulte necesario 
demostrar que el daño al medio ambiente efectivamente existe, pues atendiendo al principio de 
precaución, tal circunstancia debe constituir la materia de fondo del juicio de amparo. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 54/2021. 9 de febrero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretarios: Monserrat Cid Cabello, Víctor Manuel Rocha Mercado y Fernando 
Sosa Pastrana. 
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Tesis de jurisprudencia 8/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintitrés de marzo de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de abril de 2022 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024383  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 01 de abril de 2022 10:05 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 1a. XI/2022 (10a.)  
 
INTERÉS LEGÍTIMO EN EL AMPARO EN MATERIA MEDIO AMBIENTAL CONTRA NORMAS 
GENERALES. SU RELACIÓN CON LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA POR CESACIÓN DE EFECTOS 
CUANDO EN EL TRÁMITE DEL JUICIO SE ABROGAN DICHAS NORMAS Y SE SUSTITUYEN POR OTRAS 
QUE CONTIENEN MEDIDAS DIRIGIDAS A ABORDAR RIESGOS DE ESA NATURALEZA. 
 
Hechos: Un conjunto de productores nacionales del tubérculo papa acudieron al juicio de amparo 
para impugnar un acuerdo por el cual el Gobierno Federal permitió la importación de ese mismo 
producto sujeto al cumplimiento de determinadas medidas fitosanitarias, al que acusaron de 
vulnerar el medio ambiente por suprimir el estado cuarentenario anterior; sin embargo, durante el 
trámite del juicio el referido acuerdo fue abrogado y sustituido por una nueva regulación en el 
Reglamento de la Ley Federal de Sanidad Vegetal; posteriormente, ante la concesión del amparo 
solicitado, se interpuso recurso de revisión, en el que debe determinarse si los quejosos siguen 
resintiendo una afectación relevante mientras no se restablezca la referida cuarentena. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que cuando 
se acude con interés legítimo a impugnar una norma por violación al derecho humano al medio 
ambiente sano, la cual es suprimida y sustituida por otra que contiene medidas medio ambientales 
para contener riesgos en esta materia, debe sobreseerse en el juicio por falta de afectación, pues a 
diferencia de aquellos casos en los cuales se acude con interés jurídico, no es necesario que la 
autoridad acredite que la supresión de la norma ha destruido todas sus consecuencias jurídicas, 
como sí se requiere cuando se acude al juicio con interés jurídico. 
 
Justificación: Cuando el amparo se promueva por un quejoso contra actos y/o normas respecto de 
los cuales no es destinatario directo, sino que acude como un tercero con interés legítimo, la causal 
de cesación de efectos se ajusta a un estándar menos exigente que el aplicable a un acto reclamado 
impugnado con interés jurídico. En este supuesto, existe una presunción de que sus efectos han 
cesado completamente si el acto o norma impugnada han sido derogados o abrogados y no existen 
actos de aplicación subsistentes. Esto no cambia por el hecho de que la violación constitucional 
aducida sea al derecho al medio ambiente, pues conforme a los precedentes de esta Primera Sala, 
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la afectación requerida subsiste mientras el acto reclamado genere un agravio a un servicio medio-
ambiental generado por el ecosistema, sin embargo, esta afectación cesa cuando el acto reclamado, 
combatido por omisivo, sea destruido y sustituido completamente, al ser evidente que el Estado 
Mexicano ha tomado medidas que deben ser valoradas en sus méritos, sin que quepa alegar que 
los quejosos tengan un derecho adquirido a una medida ambiental específica anterior, como podría 
ser una cuarentena absoluta. Como lo ha determinado esta Sala, los ciudadanos no tienen un 
derecho adquirido a una regulación legal específica sobre cierto mercado. Por tanto, si no puede 
tenerse una regulación emitida en un momento inicial como parámetro de control de una regulación 
emitida en un momento posterior, menos podría sostenerse que una regulación abrogada y 
sustituida por una nueva no ha cesado en sus efectos mientras aquellas originales no sean 
restablecidas por preferirse los resultados de dicha regulación anterior. Ciertamente, una regulación 
posterior puede compararse con una anterior para los efectos de determinar si existe una violación 
al principio constitucional de progresividad de los derechos humanos, sin embargo, para que ello 
sea técnicamente viable es necesario que el juicio constitucional se interponga contra la regulación 
vigente. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 108/2019. Sección Agrícola Especializada de Productores de Papa adscrita a la 
Asociación de Productores del Río Fuerte y otros. 28 de abril de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero con consideraciones adicionales, y Ana 
Margarita Ríos Farjat, quien está con el sentido pero se aparta de algunas consideraciones, y los 
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de abril de 2022 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024380  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 01 de abril de 2022 10:05 h  

Materia(s): (Administrativa, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 14/2022 (11a.)  
 
HUMEDALES. ACORDE A SU PROTECCIÓN REFORZADA, EL ANÁLISIS QUE INVOLUCRE A ESTE 
ECOSISTEMA SE DEBE GUIAR POR UN CRITERIO DE MÁXIMA PRECAUCIÓN Y PREVENCIÓN, EN 
TÉRMINOS DE LO PREVISTO EN DIVERSOS INSTRUMENTOS JURÍDICOS QUE LOS REGULAN EN EL 
ÁMBITO NACIONAL E INTERNACIONAL. 
 
Hechos: Dos personas físicas promovieron juicio de amparo indirecto en el que reclamaron diversos 
actos y omisiones destinadas a autorizar y realizar el proyecto de ampliación del Puerto de Veracruz, 
aduciendo que las autoridades responsables no garantizaron el derecho humano a un medio 
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ambiente sano, pues no evaluaron de manera integral diferentes aspectos relacionados con el 
impacto ambiental que podría ocasionar el desarrollo de dicho proyecto y su modificación en el Área 
Natural Protegida con carácter de Parque Marino Nacional denominado "Sistema Arrecifal 
Veracruzano". El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al considerar que las quejosas no tenían 
interés legítimo, en contra de esta resolución se interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la 
protección de los humedales es una prioridad nacional e internacional que ha llevado al país a emitir 
una estricta regulación de este ecosistema, por lo cual el análisis que se haga en relación con los 
mismos debe guiarse por un criterio de máxima precaución y prevención. 
 
Justificación: Los humedales se encuentran regulados bajo un marco de protección reforzada en 
materia medioambiental, tanto en el ámbito nacional como en el internacional. Su marco 
convencional está integrado por la Convención relativa a los Humedales (o conocida como 
Convención de Ramsar), así como el Acuerdo de París y el Convenio sobre la Diversidad Biológica. 
En el ámbito nacional, se encuentran regulados en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente, así como en su Reglamento en Materia de Áreas Naturales Protegidas. Por 
tanto, la protección de los humedales es una prioridad nacional e internacional que ha llevado a 
nuestro país a emitir una estricta regulación de este ecosistema y, en términos de la normativa 
citada, cualquier análisis que se haga en relación con los humedales debe guiarse por un criterio de 
máxima precaución y prevención. En particular, tomando en cuenta que del Manual que se emitió 
en el marco de la Convención de Ramsar se desprende que los servicios ambientales que prestan 
los humedales, sólo pueden mantenerse si se permite que sus procesos ecológicos sigan 
funcionando sin alteraciones. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 54/2021. 9 de febrero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretarios: Monserrat Cid Cabello, Víctor Manuel Rocha Mercado y Fernando 
Sosa Pastrana. 
 
Tesis de jurisprudencia 14/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintitrés de marzo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de abril de 2022 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024377  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
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Publicación: viernes 01 de abril de 2022 10:05 h  

Materia(s): (Constitucional, Civil)  

Tesis: 1a. XII/2022 (10a.)  
 
DERECHO A LA IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. NO PROCEDE LA INTERPRETACIÓN CONFORME 
DEL PROCEDIMIENTO DE DECLARACIÓN DEL ESTADO DE INTERDICCIÓN REGULADO EN EL ESTADO 
DE AGUASCALIENTES. 
 
Hechos: Una persona promovió jurisdicción voluntaria sobre la declaración del estado de 
interdicción de su familiar conforme a diversos artículos de los Códigos Civil y de Procedimientos 
Civiles del Estado de Aguascalientes. La persona ex cónyuge del familiar de quien se declaró la 
interdicción se opuso a dicha declaración. La autoridad resolvió que debía reponerse el 
procedimiento con la finalidad de seguir el modelo social de discapacidad. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la figura 
del estado de interdicción es una restricción desproporcionada al derecho a la capacidad jurídica, 
vulnera el derecho al igual reconocimiento como persona ante la ley y constituye una violación de 
los artículos 5 y 12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, así como 
1o. de la Constitución General, por lo que no admite una interpretación conforme. 
 
Justificación: La figura del estado de interdicción no es acorde con la Convención citada y no admite 
interpretación conforme al ser violatoria del derecho a la igualdad y no discriminación, entre otros 
derechos, ya que la capacidad jurídica plena de las personas debe ser la regla general, y la restricción 
a la capacidad debe ser la excepción. La declaración de interdicción no puede ser interpretada como 
una institución en la cual el tutor sustituye la voluntad de la persona con discapacidad puesto que, 
en su caso, deberá asistirla para que ésta tome sus propias decisiones y asuma las consecuencias 
respectivas mediante un sistema de ajustes razonables y apoyos con salvaguardias que son una 
obligación del Estado derivada de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad. La persona con discapacidad no se debe ver privada de la posibilidad de elegir y 
controlar su modo de vida, así como sus actividades cotidianas, pues el derecho a una vida 
independiente está vinculado al reconocimiento y el ejercicio de la capacidad jurídica. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 8389/2018. 8 de mayo de 2019. Cinco votos de la Ministra Norma Lucía 
Piña Hernández y los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de abril de 2022 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024376  

Instancia: Primera Sala  
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Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 01 de abril de 2022 10:05 h  

Materia(s): (Administrativa, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 10/2022 (11a.)  
 
DERECHO HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. POR VIRTUD DEL PRINCIPIO DE PRECAUCIÓN, 
RESULTA CONSTITUCIONAL ADOPTAR DECISIONES JURISDICCIONALES EN SITUACIONES QUE 
PUEDAN PRODUCIR RIESGOS AMBIENTALES, INCLUSO ANTE LA FALTA DE CERTEZA CIENTÍFICA O 
TÉCNICA AL RESPECTO. 
 
Hechos: Dos personas físicas promovieron juicio de amparo indirecto en el que reclamaron diversos 
actos y omisiones destinadas a autorizar y realizar el proyecto de ampliación del Puerto de Veracruz, 
aduciendo que no se había garantizado, bajo el estándar más alto de protección, su derecho humano 
a un medio ambiente sano. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al considerar que las quejosas 
no tenían interés legítimo, en contra de esta resolución se interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que, 
atendiendo al principio de precaución, es constitucionalmente válida la toma de decisiones 
jurisdiccionales ante situaciones o actividades que puedan producir riesgos ambientales, aunque no 
se tenga certeza científica o técnica al respecto, pues una vez identificado el riesgo, la falta de 
pruebas científicas o técnicas no es motivo para no tomar las medidas necesarias para salvaguardar 
el medio ambiente. 
 
Justificación: El principio 15 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo prevé 
que, con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente el criterio 
de precaución conforme a sus capacidades y, cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la 
falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de 
medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del medio ambiente. En este 
sentido, el principio de precaución constituye una herramienta fundamental para resolver aquellas 
situaciones de incertidumbre, particularmente, incertidumbre científica que plantea el derecho 
ambiental. Así, conforme al principio referido, cuando la experiencia empírica refleja que una 
actividad es riesgosa para el medio ambiente, resulta necesario adoptar todas las medidas 
necesarias para evitarlo o mitigarlo, aun cuando no exista certidumbre sobre el daño ambiental. El 
principio de precaución tiene diferentes alcances: opera como pauta interpretativa ante las 
limitaciones de la ciencia para establecer con absoluta certeza los riesgos a los que se enfrenta la 
naturaleza y, en relación con la administración pública, implica el deber de advertir, regular, 
controlar, vigilar o restringir ciertas actividades que son riesgosas para el medio ambiente. De esta 
forma, dicho principio puede fungir como motivación para aquellas decisiones que, de otra manera, 
serían contrarias al principio de legalidad o de seguridad jurídica, mientras que para el operador 
jurídico la precaución exige incorporar el carácter incierto del conocimiento científico a sus 
decisiones. Finalmente, es importante mencionar que la información sobre los riesgos o daños 
ambientales puede ser incierta por diversos motivos (el contexto, la elección de los indicadores, los 
parámetros utilizados, errores estadísticos, la contradicción de teorías, entre otros); no obstante, a 
la luz del principio de precaución, se reconoce la posibilidad de revertir la carga de la prueba a cargo 
del agente potencialmente responsable, es decir, en virtud de este principio, el juzgador cuenta con 
dicha herramienta a efecto de allegarse de todos los elementos probatorios necesarios para 
identificar el riesgo o el daño al medio ambiente. 
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PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 54/2021. 9 de febrero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretarios: Monserrat Cid Cabello, Víctor Manuel Rocha Mercado y Fernando 
Sosa Pastrana. 
 
Tesis de jurisprudencia 10/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintitrés de marzo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de abril de 2022 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024375  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 01 de abril de 2022 10:05 h  

Materia(s): (Administrativa, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 9/2022 (11a.)  
 
DERECHO HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. EL ANÁLISIS DE LOS SERVICIOS AMBIENTALES 
DEBE SER CONFORME AL PRINCIPIO DE PRECAUCIÓN. 
 
Hechos: Dos personas físicas promovieron juicio de amparo indirecto en el que reclamaron diversos 
actos y omisiones destinadas a autorizar y realizar el proyecto de ampliación del Puerto de Veracruz, 
aduciendo que no se había garantizado, bajo el estándar más alto de protección, su derecho humano 
a un medio ambiente sano. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al considerar que las quejosas 
no tenían interés legítimo, en contra de esta resolución se interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el 
análisis de los servicios ambientales debe ser conforme al principio de precaución, esto es, la 
ausencia de pruebas científicas que reflejen puntualmente los "beneficios de la naturaleza" no 
puede ser motivo para considerar que determinado ecosistema no presta un servicio ambiental, o 
bien, que el beneficio del ecosistema no repercute a una determinada persona o comunidad. 
 
Justificación: Los servicios ambientales se definen y se miden a través de pruebas científicas y 
técnicas que, como todas en su ámbito, no son exactas ni unívocas, lo cual implica que no es posible 
definir el impacto de un servicio ambiental en términos generales o a través de una misma unidad 
de medición, es más, algunos servicios ambientales se deberán definir a través de pruebas científicas 
improbables. La exigencia de evidencias unívocas sobre la alteración de un servicio ambiental 



12 
 

constituye una medida de desprotección del medio ambiente derivada del desconocimiento del 
funcionamiento de los ecosistemas, pues en muchas ocasiones, cuando estas consecuencias 
resultan perceptibles para el ser humano, es porque el daño al medio ambiente ya es irreparable o 
irreversible. De esta forma, esta Primera Sala enfatiza que a lo que obliga el principio de precaución 
es a buscar, en cada caso, las herramientas o métodos necesarios para entender el funcionamiento 
de un ecosistema, así como de los servicios ambientales que presta. Lo anterior, siempre con miras 
a garantizar su conservación a la luz del principio in dubio pro medio ambiente. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 54/2021. 9 de febrero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretarios: Monserrat Cid Cabello, Víctor Manuel Rocha Mercado y Fernando 
Sosa Pastrana. 
 
Tesis de jurisprudencia 9/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintitrés de marzo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de abril de 2022 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024374  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 01 de abril de 2022 10:05 h  

Materia(s): (Administrativa, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 11/2022 (11a.)  
 
DERECHO HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. DIFERENCIA ENTRE LOS PRINCIPIOS DE 
PREVENCIÓN Y DE PRECAUCIÓN. 
 
Hechos: Dos personas físicas promovieron juicio de amparo indirecto en el que reclamaron diversos 
actos y omisiones destinadas a autorizar y realizar el proyecto de ampliación del Puerto de Veracruz, 
aduciendo que no se había garantizado, bajo el estándar más alto de protección, su derecho humano 
a un medio ambiente sano. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al considerar que las quejosas 
no tenían interés legítimo, en contra de esta resolución se interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que dos de 
los principios rectores del derecho humano al medio ambiente sano son el de prevención y el de 
precaución, los cuales, si bien están estrechamente relacionados, encuentran diferencias puntales 
entre sí. 
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Justificación: El derecho ambiental se fundamenta en diversos principios que, atendiendo al reciente 
desarrollo de esta rama del derecho, resultan fundamentales para guiar la actividad jurisdiccional. 
Uno de ellos es el principio de precaución, conforme al cual, cuando la experiencia empírica refleja 
que una actividad es riesgosa para el medio ambiente, resulta necesario adoptar todas las medidas 
necesarias para evitarlo o mitigarlo, aun cuando no exista certidumbre sobre el daño ambiental. Por 
otra parte, el principio de prevención establece que los Estados deben usar todos los medios a su 
alcance con el fin de evitar que las actividades que se lleven a cabo bajo su jurisdicción causen daños 
significativos al medio ambiente, ya sea dentro o fuera del territorio del Estado de origen. En este 
sentido, es posible distinguir entre el principio de prevención y el de precaución, pues el primero se 
fundamenta en el conocimiento acerca de que determinada situación es riesgosa para el medio 
ambiente, mientras que el segundo opera ante la incertidumbre sobre dicho aspecto. Esto es, la 
diferencia sustancial entre ambos principios es la certeza que se tiene en relación con el riesgo, pues 
en el caso de la precaución se demanda una actuación estatal ante la duda de que una actividad 
pueda ser riesgosa, en cambio, conforme al principio de prevención, existe certeza respecto del 
riesgo. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 54/2021. 9 de febrero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretarios: Monserrat Cid Cabello, Víctor Manuel Rocha Mercado y Fernando 
Sosa Pastrana. 
 
Tesis de jurisprudencia 11/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintitrés de marzo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de abril de 2022 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024373  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 01 de abril de 2022 10:05 h  

Materia(s): (Administrativa, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 15/2022 (11a.)  
 
DERECHO DE AUTOR. EL ARTÍCULO 12 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA RESPETA EL DERECHO A LA 
IGUALDAD Y A LA NO DISCRIMINACIÓN, AL LIMITAR QUE SÓLO LAS PERSONAS FÍSICAS PUEDEN 
SER AUTORAS. 
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Hechos: Una persona moral demandó en la vía ordinaria civil de una persona física, entre otras 
cosas, que le reconociera el carácter de coautora de una obra que supuestamente crearon en 
conjunto. En la primera instancia, el Juez de Distrito consideró que no se le podía dar la autoría sobre 
la obra, en virtud de que tal carácter solamente puede reconocérsele a las personas físicas; seguido 
el procedimiento legal correspondiente, la persona moral interpuso juicio de amparo directo en el 
que se planteó la inconstitucionalidad del artículo 12 de la Ley Federal del Derecho de Autor. El 
tribunal que conoció del asunto negó el amparo, lo que se impugnó a través del recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 12 de la Ley Federal del Derecho de Autor respeta el derecho a la igualdad y a la no 
discriminación, ya que la distinción que implícitamente prevé al sólo reconocer a las personas físicas 
como autoras es objetiva y razonable. 
 
Justificación: Tal distinción se basa en un objetivo legítimo, que es otorgarle a un autor, persona 
física, un derecho a explotar de manera exclusiva su creación. Es una distinción adecuada, pues 
solamente las personas físicas son susceptibles de desplegar una acción creativa. Finalmente, no se 
trata de una distinción convencionalmente proscrita, puesto que el Convenio de Berna para la 
Protección de las Obras Literarias y Artísticas no establece que se le deba reconocer el carácter de 
autor a una persona moral, ni que el derecho a la protección creativa sea un derecho humano que 
las personas morales puedan reivindicar a su favor, al tratarse de aspectos de índole humana. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 131/2021. Pildorita Estudio, S.C.P. 16 de junio de 2021. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien está con el sentido, 
pero se aparta de algunas consideraciones. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto particular, relacionado con el desechamiento del recurso. 
Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz. 
 
Tesis de jurisprudencia 15/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintitrés de marzo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de abril de 2022 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024362  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 01 de abril de 2022 10:05 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a. XIV/2022 (10a.)  
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ACCIÓN COLECTIVA. ES VÁLIDA LA ADHESIÓN DE UN MIEMBRO MEDIANTE COMUNICACIÓN 
EXPRESA AL REPRESENTANTE DE LA COLECTIVIDAD, POR CORREO ELECTRÓNICO, EN ATENCIÓN 
AL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. 
 
Hechos: Una asociación civil promovente de una acción colectiva en sentido estricto solicitó al Juez 
de origen que se reconociera a una persona como miembro de la acción colectiva, dado que éste 
manifestó su voluntad de adherirse a la demanda mediante correo electrónico. El juzgador rechazó 
la petición por considerar que debió solicitarse por escrito firmado y presentado ante el órgano 
jurisdiccional. La asociación civil interpuso recurso de revocación, el cual fue resuelto en el sentido 
de confirmar el auto recurrido. Inconforme con la resolución anterior, la actora promovió juicio de 
amparo indirecto. El Juez de Distrito resolvió negar el amparo. La parte quejosa interpuso recurso 
de revisión y la Primera Sala ejerció la facultad de atracción. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que debe 
ser admisible y procedente la adhesión dentro del procedimiento de acción colectiva realizada por 
algún miembro de la colectividad afectada, cuando lo comunique expresamente al representante a 
través de correo electrónico, siempre que señale su nombre completo y se acompañe escaneada 
alguna identificación oficial, como la credencial de elector, el pasaporte u otro. 
 
Justificación: De acuerdo con una interpretación del artículo 594 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles en relación con la naturaleza y los objetivos de las acciones colectivas, la 
forma establecida para lograr la adhesión a la acción colectiva en sentido estricto, o a la individual 
homogénea, requiere que el individuo afectado: a) comunique al representante su consentimiento 
en la adhesión de manera expresa y simple; y, b) que dicha comunicación pueda tener lugar por 
cualquier medio. De ahí que, en atención al derecho fundamental de acceso a la justicia, la sencillez 
de los requisitos está encaminada a facilitar la adhesión de los miembros de la colectividad afectada, 
en pro de su derecho de acceso a la jurisdicción y, entonces, es válido adherirse a la acción colectiva 
o a la individual homogénea mediante comunicación expresa enviada al representante de la 
colectividad a través de un correo electrónico. En tal comunicación, el adherente debe precisar su 
nombre completo y acompañar escaneada alguna identificación oficial. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 301/2020. Acciones Colectivas de Sinaloa, A.C. 27 de enero de 2021. Cinco votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de abril de 2022 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024476  

Instancia: Primera Sala  
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Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de abril de 2022 10:12 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a./J. 21/2022 (11a.)  
 
SUPLENCIA DE LA QUEJA ACOTADA EN EL PROCEDIMIENTO ABREVIADO. DEBE APLICARSE EN 
FAVOR DE LOS IMPUTADOS, ASÍ COMO DE LAS VÍCTIMAS U OFENDIDOS DEL DELITO. 
 
Hechos: En la sentencia de apelación se confirmó la de un procedimiento abreviado en la que se 
condenó a la persona imputada, de forma genérica, a reparar el daño material y moral causado a 
favor de la víctima del delito, y se sostuvo, entre otras consideraciones, que no era procedente la 
suplencia de la queja deficiente para las víctimas u ofendidos en el procedimiento abreviado. Esta 
sentencia fue reclamada en amparo directo. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la 
suplencia de la queja acotada es procedente en el procedimiento abreviado, no sólo para los 
imputados, sino también para las víctimas u ofendidos del delito. Sin embargo, dicha suplencia se 
limita al cumplimiento de los presupuestos jurídicos fundamentales para la procedencia de esa 
forma de terminación anticipada del proceso penal acusatorio, lo cual comprende el análisis de la 
congruencia, idoneidad, pertinencia y suficiencia de los medios de convicción invocados por el 
Ministerio Público en la acusación. Así como, de ser el caso, la imposición de penas que sean 
contrarias a la ley, distintas o mayores a las solicitadas por el Ministerio Público y aceptadas por el 
acusado, además de la fijación del monto de la reparación del daño. 
 
Justificación: El Estado debe garantizar que el derecho de segunda instancia sea accesible y eficaz, 
pues si bien existe un margen de apreciación para regular el ejercicio de ese recurso, no pueden 
establecerse restricciones o requisitos que infrinjan la esencia misma del derecho de recurrir el fallo, 
como complejidades que lo tornen ilusorio, en tanto que tiene que dar resultados o respuestas al 
fin para el cual fue concebido consistente en el examen integral de la decisión recurrida, en el que 
el Juez o tribunal superior procure la corrección de decisiones jurisdiccionales contrarias a derecho. 
Al respecto, el artículo 461 del Código Nacional de Procedimientos Penales, en congruencia con la 
esencia del derecho a recurrir el fallo, establece de manera genérica el alcance del recurso a través 
de una metodología para su estudio que lo dota de eficacia, pues permite un examen de la decisión 
recurrida en el que el tribunal de alzada procure la corrección de decisiones jurisdiccionales 
contrarias a derechos humanos, no sólo de los imputados, sino también de las víctimas u ofendidos 
del delito. Luego, si el apelante es el imputado, la víctima o el ofendido, la autoridad jurisdiccional 
de segunda instancia está obligada a emprender un análisis oficioso, de conformidad con el principio 
de suplencia de la queja acotada, para determinar si se generaron violaciones a derechos 
fundamentales que deban repararse. La facultad de reparar violaciones a derechos a los imputados 
de forma oficiosa se encuentra acotada a la materia del recurso. En este sentido, la suplencia de la 
queja no opera del mismo modo en procesos abreviados, que en procesos ordinarios. En el primer 
caso, tal como esta Primera Sala sostuvo en la contradicción de tesis 56/2016, sólo puede analizarse 
la violación a los presupuestos jurídicos para la procedencia de esa forma de terminación anticipada 
del proceso penal, a saber: el análisis de la congruencia, idoneidad, pertinencia y suficiencia de los 
medios de convicción invocados por el Ministerio Público en la acusación, así como, de ser el caso, 
la imposición de penas que sean contrarias a la ley, distintas o mayores a las solicitadas por el 
representante social y a las aceptadas por el acusado, además de la fijación del monto de la 
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reparación del daño. Si bien el procedimiento abreviado fue introducido al ordenamiento jurídico 
mexicano como una herramienta de despresurización del sistema procesal penal, su esencia sigue 
siendo la impartición de justicia, que jamás puede prosperar al margen de los derechos 
fundamentales de las víctimas. Razón por la cual la suplencia de la queja acotada es una figura 
necesaria para equilibrar la igualdad de armas entre los participantes de un procedimiento, ya sea 
ordinario o formas de terminación anticipada. De ahí que la suplencia de la queja con relación a la 
reparación del daño en la apelación sea un ente equilibrador entre los derechos de las víctimas u 
ofendidos del delito en el procedimiento abreviado, ya que permite el acceso a un recurso judicial 
efectivo para las víctimas, haciendo que el Tribunal de Alzada pueda verificar violaciones al derecho 
fundamental de la reparación integral del daño, piedra angular para la procedencia del 
procedimiento abreviado a la luz de la víctima u ofendido. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo 6/2021. 17 de noviembre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien está con el sentido, pero se aparta de la expresión de "suplencia acotada" y de 
los párrafos veinticinco, veintiséis, treinta y ocho, cuarenta y dos y sesenta, y Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien está con el sentido, pero con algunas precisiones, y los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, en el que se aparta de las consideraciones 
contenidas en la presente tesis, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar. 
 
Tesis de jurisprudencia 21/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de treinta de marzo de dos mil veintidós.  
 
Nota: La parte considerativa de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 56/2016 citada, 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 19 de octubre de 2018 a las 
10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 59, Tomo I, 
octubre de 2018, página 718, con número de registro digital: 28131. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de abril de 2022 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024463  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de abril de 2022 10:12 h  

Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  

Tesis: 1a. XVIII/2022 (10a.)  
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PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. ES APLICABLE EL PRINCIPIO FAVOR DEBILIS PARA LA 
ACREDITACIÓN DE VICIOS OCULTOS. 
 
Hechos: Una persona demandó la rescisión de un contrato de compraventa respecto de un vehículo 
por presentar fallas mecánicas y vicios ocultos. La consumidora, al encontrarse en desventaja frente 
a los proveedores respecto al conocimiento del producto, solicitó que se revirtiera la carga de la 
prueba para que fueran éstos quienes tuvieran que demostrar la inexistencia de los vicios ocultos. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que en 
tratándose de acreditar vicios ocultos, el consumidor sólo debe aportar los elementos mínimos para 
demostrar en qué consisten, los cuales generan una presunción en su favor a partir de la aplicación 
del principio favor debilis. Dicha presunción deberá ser revertida por el proveedor. 
 
Justificación: De la interpretación del artículo 28 constitucional se desprende que la protección de 
los intereses del consumidor tiene por objeto contrarrestar las diferencias asimétricas que existen 
en las relaciones de consumo entre proveedores y consumidores. La tutela que el Estado ha de 
proporcionar a los consumidores para la protección de sus derechos debe permear en el proceso 
judicial a fin de contrarrestar las asimetrías entre las partes en las relaciones de consumo. Siendo el 
proceso judicial un medio –y no un fin en sí mismo– tal garantía otorga eficacia a los derechos del 
consumidor. Si el consumidor aporta los elementos mínimos que permitan entrever la existencia de 
vicios ocultos se generará una presunción a su favor. Así, la traslación de la obligación de la carga de 
la prueba al proveedor para desvirtuar esta presunción se justifica con la finalidad de equilibrar la 
relación desigual presente entre proveedor y consumidor. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 5105/2019. Margarita González de la Cruz. 13 de enero de 2021. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
aclaratorio, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio. Ponente: 
Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de abril de 2022 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024454  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de abril de 2022 10:12 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 24/2022 (11a.)  
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NO DISCRIMINACIÓN. LAS EMPRESAS PROPIETARIAS DE PLATAFORMAS ELECTRÓNICAS 
INTERMEDIARIAS DE EMPLEABILIDAD NO SON RESPONSABLES POR LOS ACTOS DE 
DISCRIMINACIÓN COMETIDOS POR LOS USUARIOS EN ÉSTAS, CUANDO ACTÚEN COMO MEDIOS 
O VEHÍCULOS NEUTROS. 
 
Hechos: Una empresa publicó una oferta de empleo en una plataforma de Internet donde hacía una 
distinción no justificada en razón de la edad de las personas aspirantes. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala determinó que los propietarios de las páginas electrónicas que 
sirven como plataforma intermediaria entre ofertantes y solicitantes de empleos no serían 
responsables por los actos de discriminación en los cuales lleguen a incurrir los empleadores 
usuarios al formular las ofertas de empleo, cuando actúen como medios o vehículos neutros para 
hacer posible la conexión entre quienes ofrecen trabajo y quienes buscan obtenerlo. 
 
Justificación: En el ámbito laboral las conductas discriminatorias pueden tener lugar con motivo de 
la aplicación de sesgos injustificados o prejuicios que atentan contra la dignidad humana y que 
tienen por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas, en específico, el 
derecho a la igualdad. Si las empresas propietarias de plataformas electrónicas intermediarias 
actúan como medios o vehículos neutros, para difundir ofertas de empleo, no serán responsables 
por los actos de discriminación en que incurran los usuarios. Al respecto, cabe hacer mención que 
el mantenimiento de dicha actuación neutral radica en que dichas empresas no propicien o inciten 
a cometer actos de discriminación y establezcan políticas congruentes con el respeto a los derechos 
humanos a fin de evitar actos discriminatorios por alguna condición de las personas a quienes se 
dirigen las publicaciones. De ahí que su responsabilidad en la especie, se limita a señalar los 
lineamientos que deben contener las publicaciones en su página, por lo que si éstas los transgreden, 
al traducirse en actos de discriminación, su contenido es imputable a quien realiza la publicación y 
no a quien sólo ha dispuesto la plataforma electrónica para que se publiquen las ofertas de empleo. 
Máxime si la actuación neutra de la intermediaria se ve reforzada con la previsión de una 
advertencia en los "términos y condiciones" que rigen el uso de la plataforma y deben aceptar los 
usuarios, sobre la importancia de cumplir la obligación de no discriminar, sin restringir el acceso al 
empleo por los mencionados motivos, y responsabilizarlos de llegar a hacerlo no obstante la 
advertencia. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 1956/2020. Online Career Center México, S.A.P.I. de C.V. 11 de agosto 
de 2021. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
particular, relacionado con el desechamiento del recurso. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Tesis de jurisprudencia 24/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de treinta de marzo de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de abril de 2022 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Época: Undécima Época  

Registro: 2024439  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de abril de 2022 10:12 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 22/2022 (11a.)  

 
DERECHO A LA IMAGEN. EL ARTÍCULO 216 BIS DE LA LEY FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR ES 
APLICABLE PARA SU PROTECCIÓN CUANDO AQUÉLLA SE UTILIZA SIN CONSENTIMIENTO DEL 
TITULAR. 
 
Hechos: Una persona reclamó en juicio ordinario civil el uso indebido de su imagen conforme al 
artículo 216 bis de la Ley Federal del Derecho de Autor. La juzgadora que conoció del asunto 
condenó a la reparación del daño moral, al pago de daños y perjuicios causados por daño material, 
así como al pago de intereses; seguido el cauce legal correspondiente, la demandada interpuso 
amparo directo el cual se le concedió y se determinó que el artículo citado es inaplicable, 
argumentando que la protección a la imagen se encontraba prevista en la Ley de Responsabilidad 
Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito 
Federal (hoy Ciudad de México), y ante tal determinación los terceros interesados interpusieron 
recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 216 bis de la Ley Federal del Derecho de Autor es aplicable para la protección al derecho a 
la propia imagen cuando ésta se utiliza sin consentimiento del titular, por prever mecanismos para 
la defensa y protección del mismo. 
 
Justificación: El derecho a la propia imagen es un derecho de la personalidad fundamental y 
personalísimo por ser derivado de la dignidad humana. Así mismo, otorga poder de decisión sobre 
las representaciones o manifestaciones gráficas de esa imagen y los usos o finalidades que se 
pretenda dar a éstas. Al ser un derecho fundamental tiene una protección específica frente a la 
utilización no consentida de la propia imagen con fines meramente comerciales o lucrativos. Así, de 
la interpretación a la Ley Federal del Derecho de Autor en su artículo 87, se advierte que dicha 
legislación protege el derecho a la propia imagen en aquellos casos en los que la utilización de una 
imagen se hace sin el consentimiento del titular, de ahí que el referido artículo 216 bis es aplicable 
en los casos que se pretenda recibir una indemnización específica por la vulneración a ese derecho. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 4083/2020. Ingrid Coronado Fritz y otro. 11 de agosto de 2021. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
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Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Tesis de jurisprudencia 22/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de treinta de marzo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de abril de 2022 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024438  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de abril de 2022 10:12 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 23/2022 (11a.)  
 
DERECHO A LA IGUALDAD. LAS POLÍTICAS DE NO DISCRIMINACIÓN REFUERZAN LA NEUTRALIDAD 
DE LAS EMPRESAS PROPIETARIAS DE PLATAFORMAS ELECTRÓNICAS INTERMEDIARIAS DE 
EMPLEABILIDAD. 
 
Hechos: Una empresa publicó una oferta de empleo en una plataforma de Internet donde hacía una 
distinción no justificada en razón de la edad de las personas aspirantes. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala determinó que las empresas propietarias de plataformas 
electrónicas de empleabilidad que establezcan políticas de no discriminación para regir el uso de la 
plataforma refuerzan su neutralidad frente a los actos discriminatorios que puedan cometer las 
personas usuarias de la plataforma. 
 
Justificación: En el ámbito laboral las conductas discriminatorias pueden tener lugar con motivo de 
la aplicación de sesgos injustificados o prejuicios que atentan contra la dignidad humana y que 
tienen por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas, en específico, el 
derecho a la igualdad. Se considera que la posición neutral de las empresas propietarias de las 
plataformas electrónicas de empleabilidad se ve reforzada al establecer políticas congruentes con 
el respeto a los derechos humanos a fin de evitar actos discriminatorios. Ello implica no incitar o 
sugerir la comisión de actos de discriminación de empleadores con formularios o fichas de oferta de 
empleo en los cuales se encuentren campos sobre las características de los aspirantes que se 
refieran a variables claramente discriminatorias como el origen étnico, la preferencia sexual o 
cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los 
derechos y libertades de las personas. Ello, aunado a que las empresas propietarias de plataformas 
electrónicas intermediarias cuenten con un apartado legal de términos y condiciones que rijan el 
uso de la plataforma. 
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PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 1956/2020. Online Career Center México, S.A.P.I. de C.V. 11 de agosto 
de 2021. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
particular, relacionado con el desechamiento del recurso. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Tesis de jurisprudencia 23/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de treinta de marzo de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de abril de 2022 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024502  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 22 de abril de 2022 10:26 h  

Materia(s): (Penal, Común)  

Tesis: 1a./J. 6/2022 (11a.)  
 
INTERÉS JURÍDICO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. LO TIENE EL IMPUTADO PARA 
PROMOVERLO EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ DE CONTROL QUE REVOCA LA 
DETERMINACIÓN MINISTERIAL DE NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL Y ORDENA LA 
CONTINUACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN (SISTEMA PENAL ACUSATORIO). 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que conocieron de un recurso de queja 
y de un amparo en revisión, respectivamente, sostuvieron distintas líneas argumentativas para 
determinar si el quejoso contaba o no con interés jurídico para promover el juicio de amparo por la 
persona imputada en contra de la determinación judicial que revoca el acuerdo de no ejercicio de 
la acción penal y ordena la reapertura de la investigación. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
persona imputada cuenta con interés jurídico para instar el juicio de amparo indirecto en contra del 
auto que revoca la determinación ministerial de no ejercicio de la acción penal y ordena la 
continuación de la investigación. 
 
Justificación: El ejercicio de la acción penal, como expresión del poder punitivo estatal, 
inevitablemente trae consigo actos que son susceptibles de trastocar la esfera jurídica del indiciado. 
Cuando el Ministerio Público decide no ejercer acción penal, genera un estado de cosas y provoca 
una situación favorable al indiciado, quien deja de tener tal calidad procesal. Por ello, respetando el 



23 
 

derecho de acceso a la justicia, cuando el Juez de Control revoca la determinación de no ejercicio 
de la acción penal para efecto de continuar la investigación, es necesario contar con recursos 
judiciales efectivos que garanticen la posibilidad de someter a control constitucional esa 
determinación, ya que el procedimiento penal, como expresión del poder punitivo estatal, es el 
ámbito donde tanto víctimas como personas imputadas pueden enfrentar una mayor vulnerabilidad 
y asimetría respecto de las decisiones del Ministerio Público o de los Jueces. En consecuencia, el 
imputado cuenta con interés jurídico para acudir al juicio de amparo indirecto; de lo contrario, la 
imposibilidad de revisar constitucionalmente tal resolución dejaría al indiciado indefinidamente en 
esa categoría procesal, trastocando su seguridad jurídica, lo cual se traduce en una afectación a su 
esfera jurídica. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Contradicción de tesis 63/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del 
Décimo Quinto Circuito. 1 de septiembre de 2021. Mayoría de tres votos de los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Disidentes: Ministra Norma Lucía Piña Hernández y Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo 
Séptimo Circuito, al resolver las quejas 2/2017, 7/2017, 8/2017, 20/2017 y 137/2018, las cuales 
dieron origen a la tesis de jurisprudencia XVII.2o.P.A. J/2 (10a.), de título y subtítulo: "RESOLUCIÓN 
DEL JUEZ DE CONTROL QUE REVOCA LA DETERMINACIÓN MINISTERIAL DE NO EJERCICIO DE LA 
ACCIÓN PENAL, LA DEJA SIN EFECTOS Y ORDENA LA CONTINUACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN. EN SU 
CONTRA ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO POR EL IMPUTADO 
POR FALTA DE INTERÉS JURÍDICO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
7 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 61, diciembre de 2018, Tomo II, página 886, con número de registro digital: 
2018809, y 
 
El sostenido por el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 484/2018, en el que consideró que la parte quejosa sí tiene legitimación para instar al juicio 
de amparo indirecto, promovido en contra de la resolución judicial que revoca la determinación de 
no ejercicio de la acción penal emitida por el órgano ministerial, y ordena la reapertura de la 
investigación seguida en contra del quejoso. 
 
Tesis de jurisprudencia 6/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de nueve de marzo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de abril de 2022 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Época: Undécima Época  

Registro: 2024495  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 22 de abril de 2022 10:26 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 7/2022 (11a.)  
 
EMPLAZAMIENTO A JUICIO CIVIL. EL ACTUARIO AL CORRER TRASLADO CON LA DEMANDA Y SUS 
ANEXOS A LA CONTRAPARTE ESTÁ OBLIGADO A ENTREGAR LA TOTALIDAD DE LAS COPIAS QUE SE 
EXHIBIERON Y NO LIMITAR LA ENTREGA A LA CANTIDAD QUE PREVÉ LA LEY PROCESAL ESTATAL 
(LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE AGUASCALIENTES Y JALISCO). 
 
Hechos: El Tribunal Colegiado y el Pleno de Circuito contendientes que conocieron de un diverso 
amparo directo y una contradicción de tesis, respectivamente, al analizar los artículos 90 del Código 
de Procedimientos Civiles del Estado de Aguascalientes y 91 del Código de Procedimientos Civiles 
del Estado de Jalisco, sostuvieron un criterio distinto con relación a si al practicarse la diligencia de 
emplazamiento a un juicio civil el actuario se encuentra obligado a entregar la totalidad de las copias 
de los documentos exhibidos con el escrito inicial de demanda o sólo la cantidad que prevé la ley 
procesal estatal. 
 
Criterio jurídico: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación llegó a la conclusión 
de que al practicarse la diligencia de emplazamiento a un juicio civil el actuario se encuentra 
obligado a entregar la totalidad de las copias de los documentos exhibidos con el escrito inicial de 
demanda y no sólo la cantidad que prevé la ley procesal estatal. 
 
Justificación: Se afirma lo anterior, ya que la medida consistente en poner límites en la entrega de 
la documentación que se adjunta a la demanda y con la cual debe correrse traslado a la contraparte, 
no es razonable y provoca desigualdad entre las partes, pues genera una distinción no justificada, al 
permitirse a ciertos demandados un plazo real mayor para la construcción de su defensa a partir de 
su efectivo emplazamiento cuando se le corre traslado con copia de la demanda y de sus anexos, 
mientras que en el caso de otros demandados, el plazo real de contestación de la demanda se 
disminuye en tiempo efectivo para preparar la respectiva contestación. Incluso, la distinción que 
generan los artículos de referencia, ya no tendría una razón de ser, pues hoy en día los documentos 
ya no tienen que copiarse a mano como ocurrió cuando se crearon las primeras normas que 
desarrollaron este tipo de previsiones, por lo que los medios tecnológicos actualmente disponibles 
no justifican ni hacen razonable que sea la extensión de los documentos anexos a la demanda, lo 
que impacte la decisión de que se corra o no traslado a la contraparte. Además que, para el 
demandado, el análisis de las documentales de referencia le es ineludible pues sólo así podrá 
construir una debida defensa, ya que de no contar con tales documentales conlleva que no pueda 
ser debidamente escuchado y ejercer plenamente su garantía de audiencia, ello, toda vez que el 
debido proceso no se agota con el hecho de que una persona sea oída en juicio, sino de que sea 
oída en el mismo con todas las garantías. Así, el debido llamamiento a un procedimiento judicial no 
puede estimarse colmado con el simple aviso de que el mismo ha iniciado y de los elementos 
principales que le motivan, sino que un efectivo emplazamiento sólo puede tenerse por satisfecho 
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cuando el citado llamado, implica poner en pleno conocimiento a la parte demandada tanto del 
escrito en que se formula el reclamo o demanda, como de los documentos que lo sustentan. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Contradicción de tesis 184/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del 
Trigésimo Circuito y el Pleno en Materia Civil del Tercer Circuito. 3 de noviembre de 2021. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Ana María García Pineda. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el amparo directo 
707/2019, en el que determinó que de la interpretación sistemática de los artículos 90 y 110 del 
Código de Procedimientos Civiles del Estado de Aguascalientes, se obtenía que cuando se practique 
el emplazamiento se entregará la copia de la demanda y sus anexos, salvo cuando éstos excedan de 
veinticinco fojas, en cuyo supuesto quedarán los documentos en la Secretaría del Juzgado para su 
instrucción, sin que lo anterior, limite o vulnere el derecho de defensa del demandado, ya que si 
bien, no se le corrió traslado con los documentos anexos a la demanda, lo cierto es que con la 
información contenida en el escrito inicial podía, en su caso, entablar su defensa; y en el supuesto 
de que considerara necesario conocer el contenido de los documentos anexos, éstos estaban a su 
disposición en la Secretaría del Juzgado; y, 
 
El sustentado por el Pleno en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 
4/2019, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.III.C. J/49 C (10a.), de título y subtítulo: 
"EMPLAZAMIENTO A JUICIO CIVIL. DEBEN ENTREGARSE LAS COPIAS EXHIBIDAS JUNTO CON LA 
DEMANDA, AUN CUANDO ÉSTAS EXCEDAN DE CINCUENTA FOJAS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
JALISCO).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 de octubre de 2019 a 
las 10:21 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 71, 
octubre de 2019, Tomo III, página 2803, con número de registro digital: 2020784. 
 
Tesis de jurisprudencia 7/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de nueve de marzo de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de abril de 2022 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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